Expediente AR-19/2009
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por D. XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX” sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 18 de septiembre de 2009.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 13 de octubre de 2009 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, en la que, como pretensión principal, figuraba la impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 18 de septiembre de 2009 de la cooperativa “XXXXX”, referente a imposición de sanción de multa de 3000 € por la presunta comisión de una falta calificada como grave, solicitando se declarase su nulidad. La demanda iba acompañada de diversa documentación que, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo. A la vez, se proponía la práctica de varios medios probatorios, los cuales fueron declarados pertinentes.

SEGUNDO: Habiendo dado traslado a la demandada de la solicitud de arbitraje mencionada en el párrafo precedente, con fecha 19 de febrero de 2010 procedió a su contestación, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían, se acompañaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba y se solicitaba, además, la práctica de varios medios que se declararon en su momento pertinentes.

TERCERO: En fecha 5 de octubre de 2010 las partes implicadas comparecieron, previa convocatoria, en la sede de la Delegación Provincial de Empleo, Igualdad y Juventud en Toledo con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.


Compareció el demandante personalmente, otorgando representación en ese instante a D. XXXXX, abogado, adscrito al Colegio de Abogados de Madrid con el número XXX. 


Por parte de la cooperativa compareció D. XXXXX, en representación que constaba acreditada mediante la aportación de copia del poder general para pleitos autorizado el 2 de octubre de 2009 por el notario de Madridejos, XXXXX, con el número XXX de su protocolo.


En la referida comparecencia, por parte del demandante, se procedió a ratificar la pretensión recogida en la solicitud de arbitraje, es decir, que se declarase no ajustado a derecho el acuerdo por el que se impuso la sanción que nos ocupa. 


Por parte de la cooperativa se ratificó íntegramente el contenido de la contestación a la demanda, reiterando la solicitud de práctica de la prueba propuesta en su día.

CUARTO: Nuevamente, con fecha 5 de noviembre de 2010, se convocó a las partes  para la celebración de una vista con el fin proceder a la práctica de la prueba propuesta.

A preguntas de su letrado, el demandante manifestó que sí que es cierto que tuvo un acaloramiento, pero que las faltas de respeto a los miembros del Consejo Rector deben entenderse a título personal y en ningún caso en su condición de componentes del mencionado órgano social. Asimismo afirma que no ha recibido copia de los vigentes estatutos sociales y, en definitiva, que este caso era una simple “caza de brujas”. 


En relación con los testigos propuestos por el solicitante de arbitraje comparece D. XXXXX quien, a preguntas del letrado del demandante, confirma que en la Asamblea de 14 de enero de 2006 se aprobaron los vigentes estatutos sociales, pero que no se facilitó copia de los mismos ni se procedió a su lectura. En relación con los hechos que son objeto de estudio afirma que no oyó los insultos que se le imputan al sancionado. Por último añade que, desde que ostenta la condición de socio, nunca se ha abierto un expediente sancionador en la cooperativa salvo en este caso. 

Respecto de los testigos propuestos por la parte demandada comparece D. XXXXX. A preguntas del letrado de la cooperativa afirmó que realmente se produjo un enfrentamiento entre el demandante y el Consejo Rector, en el que aquél insultó públicamente a los miembros de éste. Afirmó también que en el expediente sancionador incoado al efecto, a pesar de que al imputado se le ofreció la posibilidad de retractarse en esos insultos, insistió en las mismas descalificaciones. Por último, a preguntas del letrado del demandante, indica que no recuerda la asamblea en la que se aprobaron los vigentes estatutos sociales. 

 
En relación con la prueba consistente en el interrogatorio del representante legal de la cooperativa, dicha declaración es efectuada por el Vicepresidente al no comparecer el Presidente. En este acto afirma que no asistió a la Asamblea en la que se aprobaron los vigentes estatutos sociales. En relación con los hechos enjuiciados afirma que, efectivamente, recibió insultos por parte del imputado, pero que no era la primera vez que se producían este tipo de altercados. Afirma también que en la tramitación del expediente sancionador el imputado no se retractó en ningún momento de los insultos proferidos. 
QUINTO: Abierto el plazo para la presentación de conclusiones, las mismas fueron presentadas por escrito tanto por la parte demandante como por la parte demandada con fecha  15 de noviembre de 2010 y 8 de noviembre de 2010, respectivamente.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 144 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, desarrollando el precepto citado anteriormente, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.


Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa.

SEGUNDO: Teniendo en cuenta que en la contestación a la demanda se plantea una cuestión de carácter previo, su análisis y estudio debe hacerse en un primer lugar. Ello es debido a que, si finalmente se estima, conllevaría de forma necesaria la imposibilidad de entrar a analizar el fondo de la controversia que nos ocupa. 

Se alega como cuestión previa “DEFECTO LEGAL EN EL MODO DE PROPONER LA DEMANDA POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA EN EL EJERCICIO DE UNA ACCIÓN DE NULIDAD DE ACUERDO SOCIAL”, según lo previsto en el artículo 17 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo. 

En primer lugar hay que decir que la cuestión planteada debe tener en este tipo de procedimientos, en los que no es preceptivo comparecer asistido por un asesor, un carácter restrictivo en su apreciación, debiendo limitarse a aquellos supuestos en los que fuera imposible saber lo que realmente se está pidiendo; dicho de otro modo, debería limitarse a aquellas situaciones en las que la parte demandada se ve imposibilitada por completo para conocer lo que se alega en su contra y defenderse de ello. En opinión del árbitro que suscribe, el artículo 17 del Decreto 72/2006 no hay que entenderlo de forma rigurosa y literal, sino que basta con que en la solicitud de arbitraje se ponga de relieve, aunque sea de forma poco concreta, lo que se reclama y por quién se reclama. Se alcanzarían con ello dos importantes logros: en primer lugar se conseguiría evitar, en la medida de lo posible, un excesivo dogmatismo que en nada favorece la resolución de los conflictos sometidos a arbitraje: en segundo lugar le daríamos todo su sentido material al trámite regulado en el artículo 22 del Decreto 72/2006 relativo a la comparecencia de las partes para fijar los términos de la cuestión litigiosa. En cualquier caso es necesario insistir en que este criterio antiformalista en favor de la acción interpuesta no puede aplicarse en aquellos supuestos en los que sea imposible conocer lo que se reclama, quién lo reclama o no se identifique correctamente a la persona contra la que se interpone la reclamación. 


Teniendo en cuenta lo mencionado en el párrafo precedente, hay que decir que de la solicitud de arbitraje que nos ocupa no sólo se deducía claramente cuál era la pretensión perseguida, sino que también se citaban en su expositivo “CUARTO” (folio nº 9) cuáles eran los preceptos legales que se consideraban infringidos.  Por tanto la demanda reúne unos mínimos requisitos de claridad y precisión que permiten decidir con seguridad sobre la reclamación interesada, de tal manera que esa decisión sea adecuada y congruente con el debate sostenido. Para ello basta con que se indiquen los hechos de forma sucinta o aproximada (lo suficiente como para no colocar a la parte contraria en franca situación de indefensión), ya que, tal y como se ha indicado con anterioridad, es realmente en un trámite posterior en donde sí que es necesario ya determinar con exactitud el objeto real de la pretensión y su fundamentación jurídica.


En consecuencia, puede concluirse que no existe motivo suficiente para estimar la cuestión previa planteada, siendo preciso entrar a conocer sobre el fondo del asunto. 
TERCERO: En primer lugar conviene aclarar que no corresponde en este momento “reenjuiciar” –por decirlo de alguna manera- los hechos imputados al reclamante en sede del expediente sancionador seguido contra él, sino tan sólo comprobar si, al imponerle la sanción que se impugna, se han respetado por parte de los órganos de la cooperativa demandada las debidas garantías que la ley y los estatutos confieren al socio cooperativista. Ante una impugnación en materia disciplinaria el control no ha de consistir tanto en que el árbitro entre a valorar la conducta del socio, juicio que ya han realizado convenientemente los órganos sociales, sino que debe limitarse ha comprobar si existió una base razonable para que éstos adoptasen su decisión, lo que conlleva que previamente se haya seguido un procedimiento que garantice un mínimo de seguridad jurídica. 
Dejado sentado lo anterior, es preciso indicar en primer lugar que consta acreditado en el expediente que los estatutos sociales por los que se procedió a sancionar al demandante fueron aprobados en Asamblea General de fecha 14 de enero de 2006, siendo inscritos con fecha 26 de mayo de 2009 y bajo el asiento número 25 en la hoja registral que la entidad que nos ocupa tiene abierta en el Registro Provincial de Cooperativas. Además, consta asimismo acreditado que la sanción se impuso por el Consejo Rector con fecha 8 de junio de 2009 por la comisión de una infracción tipificada en el artículo 17.1.a) de los estatutos aprobados en el año 2006.
CUARTO: Para la resolución del presente procedimiento arbitral es ineludible tener en cuenta lo previsto en el artículo 19 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que dispone expresamente el carácter constitutivo de la inscripción de los actos de modificación de estatutos, expresándose en los mismos términos el artículo 38.3 del Decreto 178/2005, de 25 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha.
Lo dispuesto en los artículos mencionados en el párrafo precedente obliga a estimar la demanda de arbitraje interpuesta y a anular el acuerdo impugnado. Siendo necesario desde un principio distinguir los acuerdos que precisan inscripción constitutiva de los que no, y teniendo en cuenta que la modificación de estatutos debe encuadrarse en el primer grupo, hay que decir que sólo a partir de su inscripción pueden ser válidamente aplicados por la cooperativa. La propia Ley y su Reglamento está condicionando los efectos de la modificación al hecho de su inscripción y no a la mera aprobación por parte de la Asamblea General, no siendo por tanto ajustado a derecho sancionar por la comisión de una infracción tipificada en unos estatutos sociales que aún no estaban vigentes.
Lo anterior no significa bajo ningún concepto que la modificación de los estatutos llevada a cabo en el año 2006 no sea plenamente válida, pero la misma no es aplicable hasta que no se haya inscrito. De lo que se trata no es de examinar la validez de la modificación o adaptación estatutaria aplicada, sino la fecha en la que entra en vigor. Respecto a esto último debe concluirse que por parte del Consejo Rector se ha impuesto una sanción, ratificada posteriormente por la Asamblea General, fundada en unos estatutos sociales que no podían considerarse en esa fecha vigentes. En consecuencia, puede afirmarse que:  
· La inscripción de la modificación de los estatutos sociales tiene a todos los efectos carácter constitutivo, lo que significa que el Registro de Cooperativas opera como elemento para que el cambio tenga lugar. Aunque se haya producido por un acuerdo del órgano competente establecido en los Estatutos, aquél sólo actúa como elemento previo indispensable para que pueda inscribirse, pero es sólo a partir de la inscripción de este acuerdo cuando entrará en vigor la modificación acordada. Por tanto, si para que la modificación quede perfectamente establecida se necesita su inscripción, no pueden estimarse las alegaciones recogidas en la contestación a la demanda respecto de la asistencia del sancionado a la asamblea general en la que decidió la modificación estatutaria. A la vista del artículo 19 de la Ley de Cooperativas y 38.3 de su Reglamento poco importa que el sancionado no pudiera alegar desconocimiento en relación con el contenido de los nuevos estatutos porque -, es necesario insistir en ello- hasta su definitiva inscripción no producían efecto alguno. 
· Como consecuencia del anterior argumento debe señalarse que, al no estar inscrito el acuerdo de modificación de estatutos, la infracción tampoco estaba tipificada. En este sentido, teniendo en cuenta la formación jurídica de las personas que han asesorado a las partes personadas en el expediente arbitral que nos ocupa, muy probablemente no se va a poner en duda el principio básico que se concreta en que  nadie puede ser sancionado por una infracción que no esté tipificada como tal en el momento de cometerse. 

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Estimar la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX”, y declarar nulo y sin efecto el acuerdo por el que se procedía a sancionar al solicitante de arbitraje.
El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, pudiendo ser anulado, por los motivos previstos en la Ley 60/2003, de Arbitraje, mediante el ejercicio de la correspondiente acción, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente a su notificación.

En Toledo, a 29 de noviembre de 2010

EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
